LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA  PRESENTADA POR EL DIPUTADO CLAUDIO PALACIOS  RIVERA.

CON FECHA:   01/03/27

DECRETO:   19986

CONSTITUCION  POLITICA

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


El suscrito Diputado Claudio Palacios Rivera, en mi carácter de integrante de esta  LVI  Legislatura de este H. Congreso del Estado, con fundamento en los artículos 28, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como 85, 86 y 90 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, me permito presentar ante esta soberanía la presente Iniciativa de Ley, para lo cual hago la siguiente: 
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

I.-  El principio de división de poderes, como instrumento de los gobernantes y como garantía de las libertades individuales, es considerada como un sistema de restricciones al ejercicio del mismo y, por tanto, garantía de la libertad de los individuos. Atribuye a los distintos órganos de gobierno funciones específicas y establece equilibrio entre ellos al normar su autonomía, a fin de que actúen separadamente en el cumplimiento de sus funciones, pero vinculados a los fines propios del Estado. 


La división de poderes es “un procedimiento de ordenación del poder de autoridad, buscando equilibrio y armonía de fuerzas mediante una serie de frenos y contrapesos, a fin de que sean iguales, independientes y separados, sin que por ello deje de existir una necesaria coordinación funcional”


En México, el principio constitucional de que la soberanía reside esencial y originariamente en el pueblo, y de que todo poder público dimana de él y se instituye para su beneficio, funda la división del mismo en Legislativo, Ejecutivo y Judicial como órganos institucionales para su cabal ejercicio. De esta forma, la Constitución Mexicana localiza y precisa las diversas funciones del Estado Mexicano en tres órganos distintos e independientes, como principio de limitación y colaboración de un poder, mediante fórmulas constitucionales de competencia, función y equilibrio de los citados órganos para garantizar la vida y libertad del Estado.


Según MADISON, en el capítulo XLVIII de su obra denominada “el federalista”, los principios que regulan las relaciones de interdependencia entre los poderes son los siguientes: 


1.-  Los poderes propios de uno de los departamentos no deben ser administrados completa ni directamente por cualesquiera de los otros. 


2.- Ninguno de los departamentos debe poseer, directa o indirectamente, una influencia preponderante sobre los otros en lo que se refiere a la administración de sus respectivos poderes. y


3.-  Deben existir medidas prácticas para que cada uno de los departamentos pueda defenderse contra las extralimitaciones de los otros. 


Aunque impropiamente denominado derecho; la facultad o atribución de vetar corresponde a los poderes ejecutivos y simbolizan su participación en los procesos de creación normativa. Si bien al Poder Legislativo le corresponde la discusión y aprobación de las leyes, éstas deben igualmente contar con la facultad de los ejecutivos de hacer observaciones a los proyectos aprobados por el Congreso. El veto es la facultad contraria a la de promulgar. El Ejecutivo, cuando aprueba los proyectos remitidos por el Congreso, los promulga, y publica; sin embargo, cuando dicho proyecto no cuenta con la aceptación del Ejecutivo, entonces éste se encuentra facultado, por una sola ocasión, para interponer un veto cuyo efecto es suspender la promulgación del mismo y no publicarlo.


El veto persigue dos finalidades principalmente, la de asociar al ejecutivo en la responsabilidad de la formación de ley y la de fortalecer y proteger al Ejecutivo frente al Legislativo (característico en los países de régimen presidencial y semipresidencial)


Jorge Carpizo, el constitucionalista, considera que las finalidades del veto han sido: evitar la precipitación en el proceso legislativo; posibilitar al Ejecutivo para que se defienda contra la invasión y la imposición del legislativo; y hacer vigente la experiencia y la responsabilidad del Poder Ejecutivo en el proceso legislativo.


El veto “es la facultad de impedir, no de legislar, y como una ley nueva trae la modificación de la existente, la acción del veto, al impedirla, no hace sino mantener algo que ya está en la vida de la sociedad”.


Compañeros Diputados, tutelando el espíritu de respeto a la división de los poderes, el artículo 70 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece una facultad exclusiva del Poder Legislativo, consistente en la expedición de una ley cuya finalidad sea regular su propia estructura, organización y funcionamientos internos; ley de naturaleza muy particular, puesto que no podrá ser vetada, ni requerirá ser promulgada por el presidente de la República. 

El legislador, bajo un sentido de respeto a la división de los poderes, tal y como lo señalan diversos autores, dispuso que el artículo 70 no se incluyese en la sección II (“De la iniciativa y formación de las leyes”), junto con los artículos 71 y 72, cuyo contenido se refiere principalmente a la actividad legislativa del Congreso General, precisamente por que del contenido de esta ley que regula su propia estructura, organización y funcionamiento internos, se desprende que se trata de una excepción, por la naturaleza del propio ordenamiento.

Esto es, el segundo párrafo del artículo 70 constitucional, adicionado el 1° de diciembre de 1977, como parte de una importante reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de diciembre del mismo año, facultó al Congreso General para expedir una ley que regulase su estructura y funcionamiento internos, en cuyo cuarto y último párrafo de este precepto y en relación con el segundo párrafo, así como con el artículo 72 constitucional, se refiere a que la ley que expida el Congreso, para regular su estructura y funcionamiento internos, no podrá ser vetada, ni requerirá ser promulgada por el Ejecutivo, es decir, que esta actividad legislativa del Congreso General, tendrá carácter de ley, sin cumplir todas las formalidades requeridas para la validez de las leyes. 


Por la promulgación el Ejecutivo autentifica la existencia y regularidad de la ley, ordena su publicación y manda a sus agentes a que la hagan cumplir, en esa virtud, la ley se hace ejecutable, adquiere valor imperativo, carácter que no tenía antes de pasar de la jurisdicción del Congreso a la zona del Ejecutivo…” (no obstante, la ley promulgada no es obligatoria mientras no sea notificada su existencia). La publicación es pues, el acto del Poder Ejecutivo por el cual la ley votada y promulgada se lleva al conocimiento de los habitantes mediante un acto que permite a cualquiera el conocimiento de la ley y que establece para lo futuro la presunción de que la ley es conocida por todos. 

Publicar, es difundir por medio de la imprenta u otro procedimiento de reproducción un escrito, estampa, etc. hacer notoria o patente por voz del pregonero o por otros medios, una cosa que se quiere llegar a ser noticia de todos. 


La publicación de leyes y decretos, es obligación que corresponde al Poder Ejecutivo que consiste en que una vez que la ley ha sido discutida, aprobada y sancionada, la dé a conocer a los habitantes del país, a través del órgano de difusión oficial, con lo que adquiere fuerza obligatoria, inicia su vigencia y despliega todos sus efectos. 

La publicación de la ley, como acto seguido de la promulgación, no es facultad discrecional del Ejecutivo que pueda o no pueda ejercer, sino que es obligación ineludible que tiene que acatar.


Nuestra Constitución Política del Estado de Jalisco, en su artículo 33 establece que:


Artículo 33.- Si el Ejecutivo juzga conveniente hacer observaciones a un proyecto de la ley aprobado por el Congreso, podrá negarle su sanción y remitirlas dentro de los ocho días siguientes a aquel en que se le haga saber, para que tomadas en consideración, se examine de nuevo el negocio. 


En casos urgentes, a juicio del Congreso, el término de que se trata será de tres días, y así se anunciará al Ejecutivo.


Se considerará aprobado por el ejecutivo todo proyecto que no se devuelva con observaciones al Poder Legislativo dentro de los mencionados términos. 


El proyecto de ley al que se hubiere hecho observaciones, será sancionado y publicado si el Congreso vuelve a aprobarlo por los dos tercios del número total de sus miembros presentes.


Todo proyecto de ley al que no hubiese hecho observaciones el Ejecutivo dentro del término que establece este artículo, debe ser publicado en un plazo de quince días como máximo, contados a partir de la fecha en que lo haya recibido.


Los proyectos de ley objetados por el Gobierno del Estado y que ratifique el Congreso, deberán ser publicados en un término que no exceda de ocho días, contados a partir de la fecha en que lo haya recibido nuevamente. 

La facultad prevista en el presente artículo, no comprenderá la aprobación de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, las resoluciones que dicte el Congreso como Jurado, los decretos que con motivo de un proceso de referéndum declaren derogada una ley o disposición, ni el voto que tenga que emitir en su calidad de Constituyente Permanente Federal en los términos que determina para tal efecto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


Lo establecido en el último párrafo del artículo que nos ocupa, lejos de encontrarse dentro del contexto de respeto a la división de los poderes, deja en posibilidad al Ejecutivo de vulnerar la vida interna del Poder Legislativo, como sucedió con el entonces Gobernador del Estado, Alberto Cárdenas Jiménez, a finales de la legislatura pasada, al negarse a publicar las reformas realizadas por este H. Congreso a la Ley Orgánica que regula su vida interna, asunto que de manera ilegal se encuentra en el limbo, y que es urgente que resolvamos. 


Esto hace necesario, especificar en el contenido del artículo 33 de la Constitución del Estado, que es innecesaria la promulgación por parte del Ejecutivo, tratándose de reformas a la Ley Orgánica del Poder Legislativo, atendiendo al sentido de que el veto es la facultad contraria a la de promulgar. Por lo que al no permitir hacer observaciones, hace innecesaria e incongruente la promulgación, más si obligatoria la publicación. 


Por tal motivo propongo la modificación del último párrafo del artículo 33 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, para que se homologue dicho precepto al contenido del último párrafo del artículo 70 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

II.-  Por otra parte, el paquete, para llamarlo de alguna manera, de innovaciones democráticas fue llevado a la Constitución Política del Estado de Jalisco, mediante las reformas y adiciones que se promulgaron en abril de 1997 y que comprende tres instituciones, llamadas por la mayor parte de la doctrina política y constitucional, como formas de democracia semi–directa, que son: la iniciativa popular, el referéndum y el plebiscito.


La exégesis de las reformas de 1997 se pueden “rastrear” en la exposición de motivos de las mismas. En ella se dice, entre otras cosas, que “es indudable hoy en día la necesidad que tienen las democracias, particularmente las democracias latinoamericanas de incrementar los mecanismos de participación ciudadana para resolver, con la participación directa del pueblo, algunos de los problemas trascendentales que afectan a las comunidades gobernadas.


El hombre al formar parte del Estado, integrado en su población, desea garantizar el logro de bienestar y progreso con respecto a su dignidad humana y libertad individual, para esto busca en primer término vivir en sociedad, pero en una sociedad que se encuentre debidamente estructurada, donde los valores mencionados no queden al arbitrio de la voluntad de cualquier autoridad ni siquiera aún de la voluntad de la mayoría adoptada por sus legítimos representes, electos a través de elecciones auténticas, periódicas por sufragio universal, directo y secreto, particularmente en aquellos casos de decisiones trascendentes. 


En la actualidad el derecho que tienen las personas a tomar parte en la vida pública de la sociedad en la que viven, no debe limitarse solamente a la emisión del sufragio. Por el contrario, su participación debe ser más activa, consciente y permanente”.


Aquí la pregunta es: ¿Por qué de las tres instituciones de democracia semi-directa, sólo al referéndum derogatorio se le excluye del veto del Poder Ejecutivo?

Jorge Carpizo, el constitucionalista, opina citando al tratadista argentino Linares Quintana, que en la interpretación constitucional habrá que tener en cuenta los siguientes principios: Debe prevalecer el contenido finalista de la Constitución, que es garantizar la libertad y dignidad humana; debe ser interpretada con un criterio amplio, liberal y práctico; las palabras de la Constitución deben ser interpretadas en su sentido general y común; debe ser interpretada como un todo, como un conjunto armónico; hay que tener en cuenta las situaciones sociales, económicas y políticas que existen en el momento de realizarse la interpretación; los actos públicos se presumen constitucionales si mediante interpretación pueden ser armonizados con la Ley fundamental; el intérprete de la Constitución debe auxiliarse de la exposición de motivos de la misma o del diario de los debates del Constituyente Originario o Permanente, porque en la Exposición de Motivos o en el Diario de los Debates, no se hallan sólo lo que llamamos motivos, sino la exposición de los principios doctrinarios que influyen en la elaboración de la norma jurídica, la situación de un país o estado de la Federación y las razones por las que se incluyen determinados preceptos o instituciones. 


De acuerdo con lo dicho, hay que recordar que el pueblo participa de dos maneras en las tareas oficiales del Estado democrático representativo, según lo explica en su obra “Instituciones Políticas y Derecho Constitucional”, Maurice Duverger: La acción política difusa, que se lleva a cabo a través de la opinión pública y de los partidos políticos, fundamentalmente; y mediante la acción política concreta, que se realiza pro medio de las diferentes formas de sufragio.

El sufragio consiste en la intervención directa del pueblo, o de un amplio sector de él, en la creación de normas jurídicas, en su aprobación o en la designación de los titulares de los órganos estatales. Bielsa afirma que desde la remota antigüedad romana, el sufragio es el derecho del ciudadano a expresar pública o secretamente, su voluntad en un asunto o negocio público, para decidir en una elección o en una resolución de interés general. El sufragio se resuelve pues, siempre en una acción política concreta que tiene por finalidad, sea coadyuvar en la creación del orden jurídico del Estado mediante la presentación, por el pueblo, o por un sector de él, de proyectos de ley (INICIATIVA POPULAR), sea aprobar o desaprobar un acto legislativo (REFERENDUM), sea sancionar un acto o una medida del ejecutivo (PLEBISCITO), o sea designar a los titulares de los órganos electivos del Estado (FUNCION ELECTORAL). 


En cuanto a la iniciativa popular concretamente, Sánchez Viamonte dice que se llama iniciativa popular a la manifestación de voluntad popular con propósitos de legislación, por medio de la cual el pueblo, o conjunto de ciudadanos que constituyen en cuerpo electoral, propone al Congreso un proyecto de ley. García Pelayo por su parte, estima que entre estas tres formas de acción política existe una evidente semejanza, dada por el hecho de constituir las tres, una intervención y consulta del o al cuerpo de electores, es decir, el ser una decisión popular sobre un asunto propio de la función legislativa o ejecutiva del Estado.

Ahora bien, el artículo 33 de la Constitución Política de Jalisco prevé la posibilidad de que un proyecto de ley pueda ser objeto de observaciones y negada su sanción, para que sean tomadas en consideración y se examine de nuevo el negocio, el que será sancionado y publicado si el Congreso vuelve a aprobarlo por los dos tercios del número total de sus miembros. A estas observaciones históricamente se les conoce con el nombre de “veto” (Constituciones de Cádiz, Apatzingán, de 1824, 1836 y 1857), y al decir de Carpizo, las finalidades del veto han sido: evitar la precipitación en el proceso legislativo; posibilitar al Ejecutivo para que se defienda contra la invasión y la imposición del legislativo; y hacer vigente la experiencia y la responsabilidad del Poder Ejecutivo en el proceso legislativo.


En el caso de la iniciativa popular, ninguna de las finalidades mencionadas por Carpizo se surten, porque el proceso legislativo que culmina con la aprobación del Congreso, trae como antecedente un amplio consenso ciudadano manifestado en la suscripción por cientos de miles de ciudadanos, sin que exista ninguna invasión del Legislativo al Ejecutivo.


Por otra parte, se debe considerar que el referéndum tiene parentesco histórico con el plebiscito, pero más con la iniciativa popular. El referéndum en términos generales (del latín, referéndum, de refere, referir), es una institución política mediante la cual el pueblo o el cuerpo electoral opina sobre la aprobación o rechazo de un acto administrativo o legislativo de las autoridades. La naturaleza jurídica reconocida por la doctrina constitucional del referéndum, es de ratificación, de aprobación o de decisión, que al sumarse a la de los representantes, da origen a la disposición legal, la cual sólo adquiere validez cuando es sometida a la voluntad popular o ciudadana y aprobada por ella. De ahí que en esencia, en un régimen democrático, los representantes populares (Poder Legislativo) formulan la ley, pero AD-REFERENDUM, es decir, a reserva de lo que el cuerpo electoral resuelva, constituyéndose el voto popular o ciudadano, en condición suspensiva a la que se somete tanto la validez como la eficacia de la ley. En esa virtud, el Constituyente Permanente de Jalisco al limitar la facultad del Ejecutivo de hacer observaciones a los decretos del Congreso del Estado, expedidos con motivo de un proceso de referéndum (evidentemente solicitado por el Legislativo, en el único caso de referéndum reconocido por la Constitución y por la Ley de la materia, esto es, el derogatorio).


En una sana, sistemática, histórica, política, doctrinaria y analógica interpretación del último párrafo del artículo 33 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, jurídicamente debe comprenderse también a la iniciativa popular. La iniciativa popular, porque participa de la naturaleza del referéndum, toda vez que atañe a la creación, modificación o adición de normas jurídicas en sentido lato, y a la derogación o abrogación de las mismas en sentido estricto. En efecto, toda modificación o adición e normas jurídicas en un Ordenamiento legal entraña la derogación o abrogación según el caso, de las normas que modifican, y la creación de las que se adicionan. 


Hablando de semejanzas entre las instituciones comentadas,  la semejanza o similitud, que no identidad, entre iniciativa popular y referéndum es evidente, y, en consecuencia deberá aplicarse un método interpretativo analógico. Cuando la ciencia jurídica y concretamente la hermenéutica jurídica (teoría de la interpretación del derecho) hablan de analogía, no la entienden como proporción o como semejanza entre relaciones, ni como atributo que se predica de ciertos conceptos que no son unívocos ni equívocos, sino como argumento que permite pasar de lo particular a lo particular, de lo semejante a lo semejante. El razonamiento por analogía en este caso, es perfectamente válido; en primer lugar, porque el artículo 14 de la Constitución General de la República permite la interpretación analógica prohibiéndola sólo para los asuntos del orden penal; y porque si bien la analogía no es totalmente una inducción, si contiene un tramo inductivo, esto es, una generalización a partir de una o varias normas del sistema jurídico, que evidentemente es de naturaleza lógica, pero que entraña también un componente axiológico.

Es la ciudadanía una parte importante de la Iniciativa Popular y como consecuencia de ello, la Ley o las adiciones, reformas, derogaciones, abrogaciones o modificaciones que ésta llegare a sufrir una vez sancionada por el órgano Legislativo, serán por su origen y por su naturaleza, actos legislativos jurídicamente distintos a los ordinarios, porque tienen el sustento y la aprobación no sólo del Poder Legislativo sino también, la legitimación de la ciudadanía o de una parte importante de ella.

Así pues, el artículo 33 de la Constitución Política de Jalisco debe referirse a los principios lógicos y axiológicos que sustentaron a las instituciones políticas, que en épocas relativamente recientes, fueron introducidas a la teoría y normatividad constitucional jalisciense; y no interpretarse aislada o literalmente, excluyendo sólo de la facultad del Ejecutivo de hacer observaciones al llamado referéndum derogatorio, sino extenderse legítimamente a la iniciativa popular. 


Por lo anteriormente expuesto y;

C O N S I D E R A N D O


I.-  Que es facultad de los Diputados, presentar iniciativas de leyes y decretos.


II.- Que las iniciativas a que se refiere el artículo 28 de la Constitución Política del Estado podrán ser de ley, de decreto o de acuerdo económico.


III.- Que es iniciativa de Ley, aquella que tienda a una resolución que otorgue derechos o imponga obligaciones a la generalidad de las personas.


IV.-  Que las iniciativas de ley o de decreto presentadas por los diputados, se turnarán a las comisiones que correspondan para su estudio y dictamen. 


En mérito de lo expuesto y en atención a lo fundado, me permito presentar la siguiente:

INICIATIVA DE LEY QUE APRUEBA MODIFICAR EL ULTIMO PARRAFO DEL ARTICULO 33 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
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